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Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de  enero de 2016. 

Comparece ante nos la corporación ALD Acquisition, LLC, 

mediante un recurso de apelación civil en el que solicita que revoquemos 

una sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, el 23 de diciembre de 2014 y notificada el día 29 del mismo mes y 

año. En la referida sentencia, el foro primario resolvió que con la cantidad 

de dinero que los apelados consignaron ante el Tribunal, satisficieron el 

total adeudado ALD Acquisition, LLC. Por lo tanto, ordenó a la parte 

apelante a liberar la garantía hipotecaria correspondiente a los préstamos 

objeto del litigio.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, revocamos 

la sentencia apelada.  

I 

 La controversia que requiere nuestra atención comenzó con la 

demanda1 que presentó Oriental Bank & Trust, sucesora de Eurobank, 

                                                 
1
 Ap. del recurso, págs. 1-5. 
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contra los apelados de epígrafe, el 28 de diciembre de 2010. La deuda 

reclamada en la demanda corresponde a varios préstamos garantizados 

con unos pagarés hipotecarios que gravan una misma propiedad 

inmueble de naturaleza comercial.2 Luego de que Oriental Bank vendiera 

los créditos objetos del litigio, el 6 de febrero de 2012, el foro primario 

ordenó que la parte demandante fuera sustituida por ALD Acquisition, 

LLC., como nueva tenedora de los préstamos y los pagarés hipotecarios.3 

Por su parte, los apelados contestaron la demanda enmendada y 

reconvinieron.4 Alegaron que de acuerdo con la situación del mercado les 

favorecía la doctrina rebus sic stantibus; que el consentimiento dado fue 

viciado e impulsado por actuaciones maliciosas de la institución 

financiera; que la cesión de crédito hipotecario no se hizo conforme a 

derecho y  que se incumplió con el estatuto federal Equal Credit 

Opportunity Act. 

 El 21 de agosto de 2012, la parte apelante presentó una moción de 

sentencia sumaria parcial5 en la que argumentó que la parte apelada le 

adeudaba una suma de dinero vencida, líquida y exigible. A tales fines, 

presentó junto con su solicitud las copias de los contratos de préstamo, 

de los pagarés hipotecarios y de otros documentos relacionados. 

Además, unió al legajo una declaración jurada del señor Gilberto Del Valle 

López,6 subsecretario de la entidad, en la que hizo constar las sumas 

dinerarias adeudadas hasta esa fecha por cada uno de los préstamos 

suscritas por los demandados. Los apelados presentaron su oposición.7 

Posteriormente, ALD Acquisition solicitó al Tribunal que también dictara 

sentencia sumaria parcial en cuanto a la reconvención.8 

                                                 
2
 Véase, Demanda Enmendada, presentada el 5 de agosto de 2011, Ap. del recurso, 

págs. 6-317. 
3
 Véase, Moción sobre Sustitución de Parte, Ap. del recurso, págs. 332-335. 

4
 Ap. del recurso, págs. 336-348. Véase, Contestación a Reconvención, Ap. del recurso, 

págs. 349-355. 
5
 Ap. del recurso, págs. 356-656. 

6
 Ap. del recurso, págs. 530-539. 

7
 Ap. del recurso, págs. 657-664. 

8
 Ap. del recurso, págs. 665-684. 
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A solicitud de los demandados, el 3 de junio de 2013 la parte 

apelante presentó otra declaración jurada del señor Del Valle López en la 

que hizo constar que, para el 31 de mayo de 2013, el monto adeudado 

ascendía a $12,757,000.66.9 

 Así las cosas, el 27 de febrero de 2014 la parte apelada informó 

que había consignado en el Tribunal $13,737,659.89 para liquidar el 

balance reclamado en la demanda.10 Además, solicitó que se aceptara la 

consignación y se ordenara la entrega de los pagarés hipotecarios para 

su cancelación. ALD Acquisition se opuso11 a la solicitud para que se 

acogiera tal consignación. Esto, debido al incumplimiento de los requisitos 

dispuestos por ley, ya que los apelados nunca le hicieron un ofrecimiento 

formal de pago; y porque la suma consignada no satisfacía la totalidad de 

la deuda, ascendente a $20,028,421.74. Esta suma fue reclamada en tres 

demandas distintas: la del caso de autos y otros dos pleitos 

independientes al que nos ocupa: K CD2011-1236 y K CD2012-2724. 

Además, ALD Acquisition advirtió que el contrato de opción de 

compraventa12 otorgado por los apelados sobre el inmueble que sirve de 

colateral de la deuda era contrario a lo pactado en los contratos de 

préstamo. Expresaron que en varias disposiciones contractuales, las 

partes acordaron la prohibición de enajenar el inmueble, sin el previo 

consentimiento escrito del acreedor. Los apelados replicaron.13 Arguyeron 

                                                 
9
 En su escrito de apelación, ALD Acquisition indicó que al 30 de septiembre de 2014 la 

deuda por concepto del préstamo número 400008851 ascendía a $6,758,428.32 de los 
cuales $3,955,000.00 corresponden al principal adeudado; $1,567,103.93 a intereses no 
pagados, que continúan acumulándose; más $692,928.49 de cargos por mora; y 
$543,395.90 por otros cargos; véase, Apelación, págs. 7-8. De otra parte, la deuda por el 
préstamo número 564014432 asciende a $3,086,440.25, de los cuales $1,904,497.55 
corresponden al principal; $539,658.79 a intereses no pagados, que continúan 
acumulándose; $323,009.69 a cargos por mora; y $265,274.21 a otros cargos; véase, 
Apelación, pág. 8. La deuda por el préstamo número 564014459 asciende a 
$810,614.30, de los cuales $500,000.00 corresponden al principal; $155,798.60 a 
intereses no pagados, que continúan acumulándose; $84,728.99 a cargos por mora; y 
$70,086.71 a otros cargos; véase, Apelación, pág. 9. Finalmente, la deuda por el 
préstamo número 400009498 asciende a $3,897,236.02, de los cuales $2,312,499.94 
corresponden al principal; $856,210.27 a intereses no pagados, que continúan 
acumulándose; $394,124.76 a cargos por mora; y $328,401.05 a otros cargos; véase, 
Apelación, pág. 10. 
10

 Ap. del recurso, págs. 685-691. 
11

 Ap. del recurso, págs. 692-701. 
12

 Véase, Ap. del recurso, pág. 755. 
13

 Ap. del recurso, págs. 702-716. 
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que el apelante se negó a recibir el pago y que la cantidad consignada sí 

satisfacía la totalidad de la deuda. 

 Posteriormente, ALD Acquisition advino en conocimiento que la 

parte apelada efectivamente había vendido el inmueble que sirve de 

garantía hipotecaria de las obligaciones del litigio. La compraventa por 

$16,000,000.00 se otorgó el 26 de febrero de 2014, mediante la escritura 

pública número 19, ante el Notario Leroy Lewis Maymo; la parte 

compradora fue Walgreens of San Patricio, Inc.14 Ante ello, la parte 

apelante solicitó una orden15 dirigida al Registrador de la Propiedad para 

que no se inscribiera ningún documento relacionado a dicho inmueble. La 

compraventa se efectuó sin previo conocimiento del acreedor hipotecario 

ni del Tribunal. Oportunamente, los apelados se opusieron.16  

El 22 de mayo de 2014 el foro primario celebró una vista 

argumentativa en la que la parte apelante admitió que la suma 

consignada cubría a cabalidad la deuda reclamada en el caso de 

epígrafe; aunque no la totalidad de la acreencia. Por tal razón, afirmó que 

no liberaría el colateral hasta que no le fuera satisfecha la totalidad de la 

deuda.  

El 6 de octubre de 2014 ALD Acquisition, además, solicitó 

enmendar nuevamente la demanda,17 a los fines de añadir como 

codemandado a Walgreens of San Patricio, el titular registral del inmueble 

en cuestión, e incoar una causa de rescisión de contrato. Los apelados 

presentaron su oposición18 e insistieron que la acción de enajenar el bien 

inmueble, aunque constituía un incumplimiento del contrato, no tenía 

ningún otro efecto. Luego de evaluar la solicitud, el Tribunal determinó no 

permitir la enmienda a “estas alturas de los procedimientos”.19 El 30 de 

octubre de 2014 las partes comparecieron a una nueva vista en la que se 

dieron por sometidos los asuntos pendientes.  

                                                 
14

 Véase, Certificación, Ap. del recurso, págs. 752-756. 
15

 Ap. del recurso, págs. 724-732; 733-736. 
16

 Ap. del recurso, págs. 738-741. 
17

 Ap. del recurso, págs. 746-751; Réplica, págs. 792-801. 
18

 Ap. del recurso, págs. 771-791. 
19

 Ap. del recurso, págs. 802-803; 808-809. 
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El Tribunal de Primera Instancia emitió la sentencia20 apelada el 23 

de diciembre de 2014, notificada el día 29, en la que determinó probados 

los siguientes hechos: 

1) La parte demandante es la tenedora de los pagarés 
objeto de la acción de epígrafe, suscritos por la parte 
demandada. 

2) El 4 de mayo de 2001, la codemandada El Piex 
Puertorriqueño, Inc. suscribió el contrato de préstamo 
número 400009498 con The Bank & Trust de Puerto 
Rico por la cantidad de $2,500,000.00. El préstamo 
consistía de una línea de crédito rotativa por un máximo 
de $2,000,000.00 y una segunda línea de crédito rotativa 
por la cantidad de $500,000.00.21 

3) El 7 de marzo de 2002, las partes suscribieron una 
primera enmienda a dicho contrato de préstamo en la 
que el banco concedió a la codemandada una línea de 
crédito adicional no rotativa por la cantidad de 
$500,000.00.22 

4) El 4 de abril de 2003, las partes otorgaron una segunda 
enmienda al referido contrato de préstamo mediante la 
que el banco aprobó un aumento de $500,000.00 a la 
primera línea de crédito rotativa.23 

5) El 22 de octubre de 2008, los codemandados Porfirio 
Guzmán Robles y María Magdalena Benítez Rodríguez 
suscribieron el contrato de préstamo número 400008851 
con Eurobank, en el que se les concedió una facilidad de 
crédito por la suma máxima de $4,121,500.00.24 

6) En la misma fecha, lo codemandados Guzmán Robles y 
Benítez Rodríguez suscribieron un pagaré por la suma 
de $4,121,500.00 a favor de Eurobank o a su orden para 
garantizar la deuda contraída con la institución 
bancaria.25 

7) Además, los codemandados proveyeron lo siguiente 
como garantía colateral del pago total del préstamo:26 

a. Colaterales descritas en el contrato de prenda 
otorgado a favor de Eurobank. 

b. Cualquier otro instrumento o garantía que 
Eurobank, a su discreción, le requiera de tiempo 
en tiempo. 

c. Pagaré hipotecario por la suma principal de 
$4,380,000.00;27 garantizado por primera hipoteca 

                                                 
20

 Ap. del recurso, págs. 842-861. 
21

 Ap. del recurso, págs. 540-607. El préstamo número 564014459 fue refinanciado el 22 
de octubre de 2008, mediante un “Term Loan” de $2,500,000.00; que fue avalado por las 
mismas garantías. 
22

 Ap. del recurso, págs. 608-617. 
23

 Ap. del recurso, págs. 618-624. 
24

 El préstamo devengaba intereses anuales a razón de .50% sobre el “Eurobank Prime 
Rate”; véase, Ap. del recurso, págs. 374-415. 
25

 Affidávit número 26,742; véase, Ap. del recurso, págs. 416-417. El 22 de octubre de 
2008, Las Américas 74-75, Inc. suscribió un “Acuerdo de Gravamen y Contrato de 
Prenda de Pagarés Hipotecarios” y otorgó como garantía los pagarés hipotecarios y las 
escrituras de hipoteca; véase, Ap. del recurso, págs. 418-432.  
26

 Ap. del recurso, págs. 507-509; 511-513; 520-526. 
27

 Pagaré “a su orden”, con intereses anuales a razón de 10%; véase, Ap. del recurso, 
págs. 433434; 435-481; 482-483. 
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constituida mediante la Escritura Núm. 25, 
otorgada el 31 de mayo de 2002 ante la Notario 
Ana T. Ruiz Comas. 

d. La descripción de la finca hipotecada es la 
siguiente: 

[…]28 

e. Pagaré hipotecario por la suma principal de 
$3,250,000.00; garantizado por una hipoteca 
constituida mediante la Escritura Núm. 150, 
otorgada el 22 de octubre de 2008 ante el notario 
Nelson W. González Rosario. La propiedad 
hipotecada es la descrita en el párrafo anterior. 

f. Garantía ilimitada y continua otorgada por la 
codemandada El Piex Puertorriqueño, Inc. 

g. Garantía ilimitada y continua otorgada por la 
codemandada Las Américas 74-75, Inc. 

h. Póliza de seguro de título debidamente endosada 
a favor de Eurobank. 

i. Cesión de arrendamiento concedida por la 
codemandada Las Américas 74-75, Inc. conforme 
el contrato titulado “Collateral Assigment of 
Leases” de 22 de octubre de 2008. 

8) El 22 de octubre de 2008, la codemandada El Piex 
Puertorriqueño, Inc. y Eurobank suscribieron el contrato 
de crédito número 564014432 consistente de una línea 
de crédito rotativa por un máximo de $2,000.000.00. 

9) El 22 de octubre de 2008, la codemandada El Piex 
Puertorriqueño, Inc. y Eurobank el contrato de préstamos 
número 564014459, mediante el que obtuvo una línea de 
crédito rotativa por la cantidad máxima de $500,000.00.29 

10)  Como garantía de pago de la deuda El Piex 
Puertorriqueño, Inc. ofreció el siguiente colateral: 

a. Garantía ilimitada e incondicional de El Piex 
Puertorriqueño, Inc. 

b. “Security Agreement” de 22 de octubre de 2008 
suscrito por El Piex Puertorriqueño. 

c. Gravamen Mobiliario Sobre el Arrendamiento de 
la Propiedad ubicada en Hato Rey. 

d. Póliza de Seguro de Título debidamente 
endosada a favor de The Bank &Trust de Puerto 
Rico. 

e. Acuerdo de subordinación de propiedad de Hato 
Rey de 22 de octubre de 2008 suscrito por Las 
Américas 74-75, Inc., El Piex Puertorriqueño, Inc. 
y Eurobank. 

11)  El 23 de enero de 2009, El Piex Puertorriqueño, Inc. y 
Eurobank otorgaron primera enmienda al contrato de 
crédito, con el propósito de que las garantías ofrecidas 
garantizaran también todas las deudas de los 
demandaddos.30  

                                                 
28

 Aun cuando omitimos la descripción registral, hacemos constar que la propiedad 
inmueble corresponde a la Finca número 24,031; inscrita al Folio 212 del Tomo 820 de 
Río Piedras Norte, Registro de la Propiedad de San Juan, Sección II. 
29

 Ap. del recurso, págs. 655-656 (préstamo número 564014459). 
30

 Ap. del recurso, págs. 527-529; 652-654. 
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12)  La codemandada Las Américas 74-75, Inc., el 22 de 
octubre de 2008 suscribió un acuerdo mediante el que 
garantizó solidariamente el pago de todas las 
obligaciones de los demandados con Eurobank. 

13)  El 30 de abril de 2010, la Oficina del Comisionado de 
Instituciones Financieras de Puerto Rico ordenó el cierre 
de operaciones de Eurobank (…).31 

14)  (…) Oriental Bank & Trust, en este caso sustituido por 
ALD Acquisition, LLC, luego de perfeccionarse una 
cesión de crédito litigioso, adquirió y advino tenedor de 
buena fe de los préstamos objeto del presente litigio, por 
lo que es acreedor de todos los derechos de Eurobank. 

15)  La parte demandada incumplió sus obligaciones 
contractuales de pagar a la parte demandante los 
préstamos antes descritos.32 

16)  Hasta el 31 de mayo de 2013, la suma adeudada 
respecto a los préstamos objeto de este litigio asciende a 
$12,757,000.66. Esta cantidad acumula intereses según 
pactados. 

17)  Todos los demandados son solidariamente 
responsables del pago de lo adeudado.33 

18)  La deuda que se reclama en este caso está vencida, es 
líquida y exigible. 

19)  Para satisfacer la totalidad de la deuda reclamada en 
esta demanda, la parte demandada consignó en el 
Tribunal la suma de $13,732,659.89. 

20)  La cantidad consignada cubre la deuda reclamada en el 
caso de epígrafe. 

 
Resolvió el foro a quo que no había una controversia real ni 

sustancial sobre ningún hecho material, por lo que no se requería la 

celebración de una vista en los méritos. Adjudicó que la parte apelada 

incumplió sus obligaciones contractuales al dejar de pagar a la parte 

apelante lo adeudado por concepto de los préstamos en controversia; y 

determinó que la deuda reclamada estaba vencida y era exigible a todos 

los demandados por ser estos solidariamente responsables Declaró 

procedente el pago a favor de ALD Acquisition y ordenó la cancelación 

parcial de la hipoteca, según el valor de los pagarés. Determinó que la 

consignación por $13,737,659.89 estaba bien hecha y ordenó el pago a la 

parte apelante de la reclamación, ascendente a $12,757,000.66, al 31 de 

                                                 
31

 En el 2004, The Bank and Trust of Puerto Rico se había fusionado con Eurobank. Esta 
última fue la entidad que sobrevivió, por lo que advino tenedor de buena fe. 
32

 El último pago que prestaron los apelados fue en abril de 2010. 
33

 El 2 de marzo de 2015 Las Américas 74-75, Inc. se acogió al Capítulo 11 de la Ley de 
Quiebras federal; véase, Ap. del recurso, págs. 894-896. Los apelados solicitaron la 
paralización de los procedimientos y el foro de instancias decretó la paralización 
únicamente a dicha parte; véase, Ap. del recurso, págs. 927-931. 
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mayo de 2013, más los intereses pactados acumulados, recargos, 

honorarios de abogado e intereses legales al 4.25% anual desde la fecha 

de la sentencia. Cualquier remanente sería devuelto a los apelados. 

Asimismo, el foro sentenciador mandató que una vez fuera saldado el 

balance adeudado en el caso de epígrafe, la parte apelante debía 

proceder a “liberar la garantía hipotecaria en referencia a los préstamos 

pagados objeto de este litigio”. De otra parte, el Tribunal desestimó la 

reconvención instada por los apelados por falta de jurisdicción sobre la 

materia, ya que su reclamación era competencia de la Federal Deposit 

Insurance Corporation.  

No conteste, la parte apelada solicitó al Tribunal que reconsiderara 

su dictamen.34 El foro primario declaró no ha lugar la solicitud.35 

Aun cuando ALD Acquisition prevaleció en el pleito, compareció 

ante esta Curia y señaló la siguiente comisión de errores: 

Erró el TPI al ordenar a ALD a “liberar la garantía 
hipotecaria en referencia a los préstamos objeto de este 
litigio”, a pesar de que la totalidad de la deuda garantizada 
por los referidos pagarés hipotecarios no ha sido satisfecha. 

Erró el TPI al denegar la solicitud para enmendar la deuda a 
los efectos de incluir a Walgreens of San Patricio, Inc., como 
titular registral de la propiedad objeto de este litigio, e incluir 
una causa de acción de rescisión del contrato de 
compraventa. 

Erró el TPI al concluir que la consignación realizada por la 
parte recurrida fue “bien hecha”, a pesar de que 
evidentemente la parte recurrida no cumplió con lo requerido 
por el Código Civil.  

 
El 25 de septiembre de 2015 los apelados presentaron su alegato 

en oposición. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

resolvemos.  

II 

A 

La Regla 36 de las Reglas de Procedimiento Civil regula el 

mecanismo extraordinario y discrecional de la sentencia sumaria. 32 

L.P.R.A., Ap. V, R. 36. El propósito principal de este mecanismo procesal 

                                                 
34

 Ap. del recurso, págs. 862-885; 886-891. 
35

 Ap. del recurso, págs. 932-934. 
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es propiciar la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no 

presentan controversias genuinas de hechos materiales, por lo que puede 

prescindirse del juicio plenario. Nieves Díaz v. González Massas, 178 

D.P.R. 820, 847 (2010); Vera Morales v. Dr. Bravo Colón, 161 D.P.R. 308, 

331-332 (2004); PFZ Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 D.P.R. 

881, 911 (1994); Ramos Pérez v. Univisión de P.R., 178 D.P.R. 200, 213-

214 (2010); S.L.G. Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414, 430 

(2013); Meléndez v. M. Cuebas, res. el 21 de mayo de 2015, 193 D.P.R.  

_ (2015), 2015 TSPR 70, a las págs. 8-9. 

El promovente debe presentar una moción fundamentada en 

declaraciones juradas o en cualquier evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos relevantes y 

pertinentes sobre la totalidad o parte de la reclamación. 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 36.1. “Un hecho material (relevante) es aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable”. José A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

Tomo III, 1041 (Pubs. J.T.S. 2011). La controversia sobre los hechos 

esenciales que genera el litigio tiene que ser real, no especulativa o 

abstracta. Es decir, tiene que ser de naturaleza tal que “permita concluir 

que existe una controversia real y sustancial sobre hechos relevantes y 

pertinentes”. Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, págs. 213-214, 

seguido en Meléndez v. M. Cuebas, supra, págs. 9-10. 

Procede entonces que se dicte sentencia sumaria únicamente 

cuando surge de manera clara que el promovido por la solicitud no puede 

prevalecer bajo ningún supuesto de hechos y que el tribunal tiene a su 

disposición toda la prueba necesaria para resolver la controversia que 

tiene ante su consideración. Cualquier duda no es suficiente para denegar 

la solicitud de sentencia sumaria. Debe tratarse de una duda que permita 

concluir que existe una verdadera y sustancial controversia sobre hechos 

relevantes y pertinentes. Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 

848; Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, pág. 213-214; E.L.A. v. 
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Cole, 164 D.P.R. 608, 625 (2005); Meléndez v. M. Cuebas, supra, pág. 

10. 

Al dictar sentencia sumaria, el juzgador deberá: (1) analizar los 

documentos que acompañan la moción solicitando la sentencia sumaria, 

los incluidos con la moción en oposición y aquellos que obren en el 

expediente judicial y; (2) determinar si el oponente controvirtió algún 

hecho material o si hay alegaciones de la demanda que no han sido 

controvertidas o refutadas en forma alguna por los documentos. Medina v. 

M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 D.P.R. 716, 727 (1994); PFZ 

Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, págs.  913-914. Es por ello, 

que la doctrina establece que el promovente tiene que establecer su 

derecho con claridad. Meléndez v. M. Cuebas, supra, pág. 10. 

De existir dudas sobre la existencia de una controversia de hechos, 

estas deben resolverse en contra del promovente ya que este mecanismo 

procesal no permite que el tribunal dirima cuestiones de credibilidad. 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 610 (2000); 

Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 126 D.P.R. 272, 279-280 (1990); 

Corp. Presiding Bishop v. Purcell, 117 D.P.R. 714, 720 (1986).  

La parte promovida por una solicitud de sentencia sumaria no 

puede descansar meramente en las afirmaciones contenidas en sus 

alegaciones ni tomar una actitud pasiva. Por el contrario, está obligada a 

contestar de forma tan detallada y específica como lo hizo la parte 

promovente. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(c); Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, pág. 848. Además, la parte promovida deberá presentar 

declaraciones juradas y documentos que pongan en controversia los 

hechos presentados por el promovente. Esto es, no debe cruzarse de 

brazos y descansar en sus alegaciones. Corp. Presiding Bishop v. Purcell, 

supra, pág. 721; Luán Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 D.P.R. 

652, 665 (2000); Audiovisual Lang. v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 D.P.R. 

563, 576 (1997); Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, pág. 215. 

Además, debe tenerse presente que las declaraciones juradas que no 
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contengan hechos específicos que las apoyen, no tienen valor probatorio 

para demostrar lo que en ellas se concluye. Ramos Pérez v. Univisión de 

P.R., supra, pág. 216. 

En todo caso, la doctrina establece que los documentos que 

acompañan la moción de sentencia sumaria deben verse en la forma más 

favorable a la parte que se opone a la moción, concediéndole el beneficio 

de toda inferencia que razonablemente pueda derivarse de ellos. Corp. 

Presiding Bishop. v. Purcell, supra, pág. 720. Incluso, el Tribunal Supremo 

ha establecido que el mero hecho de que la parte promovida no presente 

evidencia que contradiga la presentada por la parte promovente, no 

implica necesariamente que proceda la sentencia sumaria. Vera Morales 

v. Bravo Colón, supra, págs. 331-332; PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., supra, págs. 912-913.  

La Regla 36 de Procedimiento Civil, ya citada, también exige unos 

requisitos de forma que debe cumplir la parte promovente de la moción de 

sentencia sumaria, así como la parte que se opone a esta. Si el 

promovente de la moción no cumple con los requisitos de forma, el 

tribunal no estará obligado a considerar su solicitud. Por el contrario, en el 

caso de que quien incumpla con los requisitos de forma sea la parte 

opositora, el tribunal podrá dictar sentencia sumaria a favor de la parte 

promovente si así procediera en Derecho. S.L.G. Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra, págs. 432-433, citado en Meléndez v. M. Cuebas, supra, 

págs. 11-12. 

En resumen, un tribunal no debe dictar sentencia sumaria cuando 

(1) existen hechos esenciales controvertidos, (2) hay alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas, (3) surge de los 

propios documentos que se acompañan con la moción una controversia 

real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión de derecho no 

procede. Corp. Presiding Bishop v. Purcell, supra, págs. 722-723. Los 

foros de primera instancia deben actuar con prudencia y mesura en el uso 

de la sentencia sumaria y en tales casos deben ejercer su discreción de 
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manera responsable e informada. El tribunal dictará sentencia 

inmediatamente si de los documentos presentados se demuestra que no 

hay controversia real sustancial en cuanto a algún hecho esencial y 

pertinente y que como cuestión de derecho procede la petición del 

promovente. Del mismo modo, el tribunal puede dictar sentencia sumaria 

de naturaleza interlocutoria para resolver cualquier controversia que 

existe entre las partes y que sea separable de las controversias restantes. 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3 (e). 

Recientemente, el Tribunal Supremo estableció el estándar de 

revisión que debe utilizar este foro apelativo intermedio al revisar 

denegatorias o concesiones de mociones de sentencia sumaria. Como 

foro apelativo, debemos utilizar los mismos criterios que los tribunales de 

primera instancia al determinar si procede dictar sumariamente una 

sentencia. En esta tarea solo podemos considerar los documentos que se 

presentaron ante el foro de primera instancia y determinar si existe o no 

alguna controversia genuina de hechos pertinentes y esenciales, y si el 

derecho se aplicó de forma correcta. La tarea de adjudicar los hechos 

relevantes y esenciales en disputa le corresponde únicamente al foro de 

primera instancia en el ejercicio de su sana discreción. Vera v. Dr. Bravo, 

supra, pág. 334. La revisión de este Tribunal es una de novo, en la que 

debemos examinar el expediente de la manera más favorable a la parte 

opositora a la moción de sentencia sumaria. Meléndez v. M. Cuebas, 

supra, pág. 20. 

En nuestra revisión, también debemos cotejar que tanto la solicitud 

de sentencia sumaria como la oposición presentada cumplen con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil, ya 

citada. Además, debemos enumerar los hechos que consideramos están 

en controversia y aquellos que están incontrovertidos. Finalmente, 

debemos revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia. Meléndez v. M. Cuebas, 

supra, pág. 21. 
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B 

De otra parte, el Código Civil provee el mecanismo de la 

consignación como alternativa para que el deudor quede liberado de su 

obligación de pago debido a circunstancias atribuidas al acreedor o 

cuando este se niega a recibirlo. De ese modo evita la penalidad de los 

intereses por mora y de la responsabilidad extendida por la pérdida de la 

cosa debida mientras se halla en su poder. El Artículo 1130 establece que 

“[s]i el acreedor a quien se hiciera el ofrecimiento de pago se negare sin 

razón a admitirlo, el deudor quedará libre de responsabilidad mediante la 

consignación de la cosa debida”. 31 L.P.R.A. § 3180. Asimismo, el 

Artículo 1132 del mismo cuerpo legal dispone que la consignación se 

llevará a cabo depositando los bienes bajo autoridad judicial y acreditando 

el ofrecimiento de pago y la notificación de la consignación. 31 L.P.R.A. § 

3182. Si el acreedor acepta la consignación o el tribunal la declara bien 

hecha mediante resolución, entonces la misma tendrá efectos extintivos 

de la obligación y el deudor queda liberado de su responsabilidad. José 

R. Vélez Torres, Derecho de Obligaciones págs. 186-190 (2da ed. 

Revisada, U.I.P.R. 1997).  

C 

Es sabido que una parte es indispensable cuando la controversia 

no puede adjudicarse sin su presencia ya que sus derechos se verían 

afectados y la persona podría quedar privada de su propiedad sin un 

debido proceso de ley. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, 185 D.P.R. 667, 

677 (2012); Romero v. S.L.G. Reyes, 164 D.P.R. 721, 733 (2005). El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que la omisión de incluir 

una parte indispensable incide sobre la jurisdicción del tribunal para 

resolver la controversia. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, págs. 

677-678. Para determinar si una parte es o no indispensable en la 

adjudicación de una controversia, el juzgador debe considerar, “si el 

tribunal podrá hacer justicia y conceder un remedio final y completo sin 

afectar los intereses del ausente”. Romero v. S.L.G. Reyes, supra. Esto, 
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porque el fin último de la norma es la protección de los intereses de 

aquella parte que no ha tenido la oportunidad de defenderse, pues no ha 

sido traída al litigio. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, pág. 677. 

Además, la inclusión de la parte indispensable propende a la economía 

procesal, pues evita la multiplicidad de pleitos. Romero v. S.L.G. Reyes, 

supra. De tal importancia es el interés de proteger a las partes 

indispensables, que su omisión constituye una defensa irrenunciable y 

puede traerse en cualquier etapa del pleito, incluso sua sponte en el 

proceso apelativo. Romero v. S.L.G. Reyes, supra. Esas personas deben 

acumularse como parte demandante o demandada, según corresponda, 

para la continuación del pleito. Pérez Rosa v. Morales Rosario, 172 

D.P.R. 218, 223 (2007). 

Cónsono con lo antes expuesto, la Regla 16.1 de las de 

Procedimiento Civil dispone que “[l]as personas que tengan un interés 

común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia, se harán 

partes y se acumularan como demandantes o demandas, según 

corresponda. Cuando una persona que deba unirse como demandante 

rehúse hacerlo, podrá unirse como demandada”. 32 L.P.R.A. Ap. V, R 

16.1.  

Al interpretar las Reglas 16.1 y 16.2, el Tribunal Supremo ha dado 

importancia a tres factores: el interés común de todas las partes sobre el 

asunto medular del pleito; la inmediatez de ese interés ante el litigio en 

proceso; y la necesidad de que la presencia de la parte acumulada 

garantice un remedio completo y vinculante. Para determinar si debe 

acumularse a una parte como indispensable, es necesario, además, 

evaluar los hechos particulares de cada caso. En ese análisis deben 

tomarse en cuenta varios factores, tales como tiempo, lugar, modo, clase 

de derechos, alegaciones, prueba, intereses en conflicto, formalidad y 

resultado. Sánchez v. Sánchez, 154 D.P.R. 645, 677-678 (2001). 

En otras palabras, que el requisito de interés común entre las 

partes que ya están en el pleito y las que han sido omitidas, según 
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requerido por la Regla 16.1, no es cualquier interés en el litigio, sino que 

tiene que ser real e inmediato y no puede tratarse de meras 

especulaciones o de un interés futuro. Pérez Rosa v. Morales Rosario, 

172 D.P.R. 218, 223 (2007). El interés común es de tal orden que 

convierta la presencia de los terceros ausentes en un requisito 

indispensable para impartir justicia completa y adecuado para las partes 

originales en el litigio. Romero v. S.L.G. Reyes, supra.  

Sobre el remedio completo al que se refiere la Regla 16.1, la 

casuística alude “al remedio entre las personas y entidades que ya son 

partes en el pleito y no al obtenible entre una parte y el ausente”.36 

Hernández Agosto v. López Nieves, 114 D.P.R. 601, 607 (1993). Es en 

función de garantizar ese remedio completo a las partes que ya están en 

el pleito que la Regla 16.2 de Procedimiento Civil autoriza al tribunal a 

ordenar la comparecencia de aquellas personas sujetas a su jurisdicción 

que, sin ser indispensables, deban ser acumuladas para conceder un 

remedio completo a los litigantes del pleito.  

 Por otro lado, se ha señalado que la interpretación de las Reglas 

16.1 y 16.2 requiere de un enfoque pragmático; es decir, que requiere de 

una evaluación individual a la luz de las circunstancias particulares que se 

presentan y no de una fórmula rígida para determinar su aplicación. 

Romero v. S.L.G. Reyes, supra, pág. 732. Por esto, como dicho antes, la 

determinación de si debe acumularse a una parte en un pleito depende de 

los hechos específicos de cada caso. Es importante auscultar si el tribunal 

podrá hacer justicia y conceder un remedio final y completo sin afectar los 

intereses de la parte que no está presente. Para ello hará un análisis 

juicioso sobre los derechos de las partes que no están presentes y las 

consecuencias de no ser unidas al procedimiento. Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, supra. 

III 

                                                 
36

 La Regla 16.1 no incluye la frase “remedio completo”. Esta frase se encuentra en el texto 
de la Regla 16.2, que regula la discreción del tribunal para ordenar la comparecencia de 
aquellas personas sujetas a su jurisdicción, que a pesar de no ser partes indispensables, 
deben ser acumuladas si se ha de conceder un remedio completo a las personas que ya 
sean partes en el pleito. R. 16.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R.16.2.  
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 En este caso, la parte apelante, ALD Acquisition, asegura que no 

procede la liberación de la garantía hipotecaria debido a que los apelados 

no han satisfecho la totalidad de la deuda garantizada por los referidos 

pagarés. Además, argumenta que la consignación ante el Tribunal no fue 

bien hecha. Por último, sostiene que el foro primario erró al denegar su 

solicitud para añadir una causa de acción de rescisión de contrato contra 

la corporación Walgreens of San Patricio, Inc., quien actualmente es la 

titular registral de la propiedad objeto de litigio. Reclama que esta 

compraventa se hizo sin el previo consentimiento escrito del acreedor, 

conforme lo pactado por las partes. 

Por su parte, los apelados aducen que, tal como resolvió el foro 

primario, la consignación estuvo bien hecha; la suma consignada saldó la 

deuda; y que de esta, resta un remanente a ser devuelto a los apelados. 

Insinúan que el apelante tiene una motivación mayor por el título de la 

colateral que el cobro de la acreencia. 

Luego de un análisis ponderado de las alegaciones, los hechos 

probados y la prueba presentada, entendemos que el caso de autos no 

era susceptible de resolverse por el mecanismo de sentencia sumaria. 

Esto, porque existe controversia sobre si hubo o no una oferta formal de 

pago por parte de los deudores, que los acreedores rechazaron. De 

hecho, ni siquiera está claro el monto al que ascendía la deuda al 

momento de la consignación. Es sabido que la consignación de lo 

adeudado libera al deudor que sabe que debe y que quiere cumplir su 

obligación. Sin embargo, esto solo se perfecciona en el caso que el 

acreedor se haya negado a aceptar el pago y que la suma consignada 

satisfaga la acreencia. 

De otro lado, el señalamiento de error que más nos llama la 

atención por sus efectos sobre la sentencia dictada es el reclamo  sobre 

la falta de inclusión de una parte indispensable, en referencia a 

Walgreens of San Patricio. Tiene razón el apelante al plantear que 

Walgreens of San Patricio, como titular registral de un inmueble sujeto a 
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varias hipotecases a su favor, es  parte indispensable. Por lo tanto, 

procedía la segunda enmienda de la demanda para traer como parte 

codemandada al titular de la colateral. Sobre todo, bajo las circunstancias 

de las partes en litigio, quienes pactaron que la enajenación del inmueble 

debía contar con el consentimiento previo de los acreedores. El inmueble 

que Walgreens adquirió, y que sirve de colateral, es un interés común con 

las partes del pleito. La compraventa hecha en contravención a la 

prohibición de enajenar pactada podría incidir sobre su propio título. Por 

ende, la sentencia que recaiga le afecta de manera directa. Su inclusión 

propende a una adjudicación que garantiza un remedio completo y 

vinculante. 

Atendido este medular planteamiento del apelante, colegimos que 

el Tribunal de Primera Instancia incidió al denegar la segunda enmienda 

de la demanda, con el fin de añadir como codemandado al titular registral 

del inmueble garantizador de la deuda. Debido al defecto fatal de la 

exclusión de parte indispensable, así como de la existencia de 

controversias sustanciales, es forzoso concluir que procede la revocación 

del dictamen sumario. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, que hacemos formar parte 

de esta sentencia, revocamos la sentencia sumaria apelada por omisión 

de parte indispensable. En consecuencia, devolvemos el caso al Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan, para la continuación de los 

procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


